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Proyecto  de  reforma  constitucional,  iniciado  en  moción  de los  Honorables
Senadores  señor  Bianchi,  señora  Goic,  y  señores  Guillier,  Huenchumilla  y
Letelier,  que  otorga  el  carácter  de  organismo  constitucional  autónomo  a  la
Dirección General del Trabajo.

A principios  del  año 2018 se presentó por  segunda vez un proyecto  de Reforma
Constitucional para crear una Dirección del Trabajo como un órgano constitucional
autónomo y que tenga la facultad de fiscalizar las relaciones laborales del ámbito
privado, así como también del sector público.

Actualmente  la  Dirección del  Trabajo es  un Servicio  Público  descentralizado con
personalidad  jurídica  y  patrimonio  propio.  Está  sometido  a  la  supervigilancia  del
Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y se
rige por su Ley Orgánica que es el Decreto con Fuerza de ley número 2 de fecha 30
de mayo de 1967.

El principal motivo de la propuesta de creación de esta nueva Institucionalidad dice
relación con la situación laboral de los funcionarios públicos, los cuales por sobre lo
que exige la ley son mantenidos en su mayoría en calidad de honorario o contrata, sin
que ninguna Institución  pueda fiscalizar  esta  situación,  estando estos  trabajadores
totalmente desprotegidos respecto a sus derechos laborales.

De  acuerdo  a  estimaciones  de  la  Agrupación  Nacional  de  Empleados  Fiscales
(ANEF),  al  menos unos 30 mil  trabajadores  prestan servicios  bajo el  régimen de
contratos honorarios. Mientras que los trabajadores a contrata bordean los 90 mil,
cifra que supera levemente a los casi 88 mil que tienen la categoría de planta en las
distintas reparticiones públicas.

En estas cifras hay una manifiesta y flagrante ilegalidad por parte del Estado en su
condición  de  empleador  puesto  que  el  artículo  10  de  la  ley  18.834  denominada
Estatuto Administrativo, establece que el número de funcionarios a contrata de una
institución del Estado no podrá exceder de una cantidad equivalente al  veinte por
ciento del total de los cargos de la planta de personal de esta. Resulta claro que en la
actualidad este porcentaje está siendo ampliamente superado por parte del Estado.

Sin entrar a debatir ni pronunciarnos sobre el fondo, ni tampoco en torno a identificar
cuál es el mejor modelo y tamaño para nuestra institucionalidad estatal, es plausible
señalar  que,  en la actualidad,  el  Estado está actuando al  límite  de la legalidad en
temas laborales con sus empleados.

Lo hemos afirmado muy fuerte: "en Chile el Estado es el peor empleador".

En el contexto de la discusión del Proyecto de Ley de modernización institucional y
fortalecimiento  de  la  Dirección  del  Trabajo  Boletín  12.827-13  es  que  queremos
levantar  el  velo  y señalar  que los  objetivos  que noblemente  en ellos  se  ventilan,
necesitan ser acompañados por una institucionalidad robusta, capaz de garantizar la
fiscalización de TODAS las relaciones laborales que se generan en el país y no solo
entre los privados.



La convicción apunta a que sea un organismo autónomo y jerarquizado, y que este se
encargue de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de
higiene y seguridad en el trabajo, tanto aquellas que sean regidas por el Código del
Trabajo y aquellas que se rijan por las leyes o estatutos que regulan las relaciones y
contratos del personal de todos los órganos del Estado.

Por esto es que proponemos la creación de un nuevo órgano de rango constitucional
que con funciones semejantes a las que posee en la actualidad, sea el encargado de
resguardar las relaciones laborales de todo el país, sin excluir ninguna, ya sea del
sector privado o público.

Además,  dicho rango constitucional,  semejante al  de la  Contraloría  General  de la
República  o  al  del  Tribunal  Constitucional,  le  permitirá  tener  la  suficiente
independencia y autonomía para fiscalizar sin problemas ni complejos al Estado, sin
importar quien sea la autoridad que se encuentre de turno.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar la siguiente:



PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: incorpórese el siguiente Capitulo X A) a la Constitución Política de
la República.

Capitulo X A) Dirección General del Trabajo

Artículo  100  bis  a) Un  organismo  autónomo,  jerarquizado,  con  el  nombre  de
Dirección General del Trabajo, será el encargado de fiscalizar el cumplimiento de las
normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo, tanto aquellas
que sean regidas por el Código del Trabajo, así como también para las que se rijan
por las leyes o estatutos que regulan las relaciones y contratos del personal de todos
los órganos del Estado. En el caso de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad
Pública  ejercerá  sus  competencias  sólo  respecto  de  los  empleados  civiles  que  no
formen escalafón.

A la Dirección General del Trabajo le corresponderá fijar el sentido y alcance de las
leyes del trabajo mediante dictámenes; dará a conocer a trabajadores y empleadores
los  principios  de  la  legislación  laboral  vigente;  efectuará  acciones  tendientes  a
prevenir y resolver los conflictos del trabajo, generando un sistema que privilegie la
cooperación  y  los  acuerdos  entre  trabajadores  y  empleadores;  proporcionará
asistencia  técnica  a  los  actores  del  mundo laboral,  para  favorecer  y  promocionar
relaciones laborales armónicas y equilibradas y contará con un sistema de mediación
para la solución de conflictos individuales y colectivos del trabajo.

Artículo 100 bis b) Una ley orgánica constitucional determinará la organización y
atribuciones de la Dirección General del Trabajo, señalará las calidades y requisitos
que  deberán  tener  y  cumplir  el  director  Nacional,  así  como  a  los  Directores
Regionales para su nombramiento y las causales de remoción en lo no contemplado
en la Constitución.

La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la
responsabilidad  que  tendrán  los  directores  en  la  dirección  de  las  acciones  de
fiscalización, en los casos que tengan a su cargo.

Artículo  100 bis  c) El  Director  Nacional  será  designado por  el  Presidente  de  la
República con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en
ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.

El Director Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber
cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades  necesarias para ser
ciudadano con derecho a sufragio; durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y
no podrá ser designado para el periodo siguiente, en todo caso cesará en sus funciones
al cumplir 75 años de edad.

Artículo  100  bis  d) El  Director  Nacional  tendrá  la  superintendencia  directiva,
correccional  y  económica  de  la  Dirección  del  trabajo,  en  conformidad  a  la  ley
orgánica constitucional respectiva



Artículo 100 bis e) Existirá un Director Regional en cada una de las regiones en que
se  divida  administrativamente  el  país,  a  menos  que  la  población  o  la  extensión
geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno.

Los Directores Regionales serán nombrados por el Director Nacional, los directores
regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido
30 años de edad y poseer  las  demás calidades  necesarias  para ser ciudadano con
derecho a sufragio; durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones.


